Expte. N° 26081/12/STJ

CUSTET LLAMBI, MARIA RITA - DEFENSORA GENERAL - S/ AMPARO
Procuración General de la Provincia de Río Negro

Sr. Juez:
                                                            I

A fs. 849 de autos se ordena nueva vista de las presentes actuaciones a fin de que me expida sobre la cuestión sustanciada en autos (art.11 Ley K Nº 4199), siendo finalmente efectivizada la misma a fs. 867 vlta. 

A fs.778/788 la Sra. Defensora General Subrogante, Dra. Marta G. Ghiani, interpuso recurso de revocatoria contra el Punto I de la sentencia dictada por el Sr. Juez del Amparo, miembro del Superior Tribunal de Justicia Dr. Enrique Mansilla, el cual en su parte pertinente ordena: “... a la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia de Río Negro -como autoridad de aplicación - que deberá ocuparse de informar a este Tribunal sobre la efectiva ejecución del Subprograma II “Gestión Ambiental Minera” (GEAMIN) y del seguimiento del proceso. En ese orden deberá presentar informes sobre la marcha del mismo cada sesenta días corridos, y el primer plazo habrá de comenzar con la notificación de la presente.”
ANTECEDENTES DE LA CAUSA.
Habiendo emitido dictamen a fs.563/573,  en lo que respecta a los antecedentes de las actuaciones,  a ellos habré de remitirme brevitatis causa.

DEL FALLO IMPUGNADO.
  
 
 Como ya lo indiqué, atento a que el recurso en análisis se encuentra dirigido a cuestionar concretamente el punto I del fallo, en la descripción del presente solo haré referencia a lo atinente a dicho punto.  
Principia el Sr. Juez del Amparo señalando los antecedentes de la causa, precisando que el objeto resulta ser el resguardo del derecho colectivo de los niños, niñas y adolescentes de San Antonio Oeste y zona urbana, requiriendo se haga efectiva la remediación de las zonas contaminadas con plomo y otros metales pesados y se resguarde el derecho a la salud en su doble implicancia: mediante acciones preventivas para evitar daños futuros a la salud y,  a través del tratamiento sanitario de aquellos niños en lo cuales se verifiquen altos niveles de plombemia en el mencionado municipio.

Cita el antecedente "MARINO" (STJRNS4 34/10), en el cual se dispuso que la Provincia y el Municipio debían adoptar todas las medidas necesarias a fin de garantizar de modo pleno y efectivo la salud de los habitantes de San Antonio Oeste, en cuanto el material contaminante acreciente o agrave sus riesgos.

Indica que la accionante sostiene que  el proceso de remediación del pasivo ambiental no se instrumentó, que no se hizo un relevamiento de los niños que se encuentran contaminados con plomo u otros materiales perjudiciales para la salud, y  que los mismos no cuentan con un programa sanitario para su atención.

A fs. 38/41 se presenta la Provincia de Río Negro, a través de la letrada apoderada Dra. María Valeria Coronel, quien sostiene la improcedencia de la vía del amparo intentada, señalando que se está abordando la problemática, negando una inacción de su parte.

Con relación a las diversas presentaciones de los organismos intervinientes, me remito en honor a la brevedad, al pormenorizado detalle formulado por el Sr. Juez del Amparo.

Sentando ello el Sr. Juez indica: “Del relato transcripto y lo constatado en autos se advierte que tanto el Ministerio de Salud de la Nación como el de la Provincia se encuentran adoptando diversas medidas tendientes a monitorear primero, mitigar y controlar después, los efectos nocivos en la salud de la población del Municipio de SAO, provocada esencialmente por los residuos provenientes de la explotación de la ex mina Gonzalito y existentes en la zona bajo análisis en estos autos.”
Hace mención a la Comisión de Seguimiento del Proceso de Implementación en San Antonio Oeste del Subprograma II “Gestión Ambiental Minera”,  creada por la Ley M N° 4368 y sostiene: “ ... atento a la creación y actuación efectiva del organismo mencionado, que se desprende de los informes analizados, es dable concluir que el órgano interinstitucional se encuentra avocado al seguimiento del proceso de implementación efectiva del programa y para abordar el tratamiento de las cuestiones denunciadas en autos.

Ello impone un actuar subsidiario de esta jurisdicción a fin de no  superponer  esfuerzos con  idénticos objetivos y no interferir en cuestiones de políticas públicas que corresponde sean llevadas a cabo por el Poder Ejecutivo, esencialmente, y eventualmente el Poder Legislativo.”

Por ello advierte que la cuestión ambiental se encuentra en análisis y tratamiento de la mencionada Comisión, y señala que por esta vía excepcional, no corresponde tomar decisiones que puedan interferir en tales tareas.  No obstante lo expuesto, el Juez del Amparo señala a la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia de Río Negro, la que en su carácter de autoridad de aplicación en la remediación en suelo provincial: “... deberá ocuparse de informar a este Tribunal sobre la efectiva ejecución del Subprograma y del seguimiento del proceso. En ese orden deberá presentar informes periódicos sobre la marcha del mismo. Los informes deberán ser presentados en estos autos cada sesenta días corridos y el primer plazo habrá de comenzar con la notificación de la presente.”

En cuanto a la salud de los pobladores, en especial la de los niños y niñas, sostiene que los estamentos competentes de los Poderes Ejecutivos Provincial y Municipal han asumido diversos y sucesivos compromisos con diferente grado de cumplimiento.

Finalmente destaca la actitud de consenso asumida por las partes en las sucesivas audiencias en las que se tomó conciencia de la dimensión de la problemática. 

AGRAVIOS
Como fundamentos de sus agravios indica la Sra. Defensora General Subrogante: violación al principio de congruencia; violación del derecho a la salud de niños, niñas y adolescentes y la omisión de fijar un plazo.

La presentante señala que la acción de amparo data del año 2012, que fue iniciada a los efectos de resguardar el derecho colectivo de los niños, niñas y adolescentes que habitan en San Antonio Oeste y zona urbana a fin de:1) realizarse la efectiva remediación de las zonas contaminadas con plomo y otros metales pesados, procedente de la actividad desarrollada por la Ex Fundición de la Mina Gonzalito y, 2) resguardar el derecho a la salud en su doble implicancia, preventiva y como tratamiento sanitario para los niños en lo cuales se verifiquen altos niveles de plombemia.

  En concreto centra su agravio en que si bien la sentencia hace lugar al amparo, no resolvió sobre el objeto planteado en la acción, no obligó a las demandadas -Municipalidad de San Antonio Oeste y Provincia de Río Negro- a la remediación efectiva de las zonas contaminadas con plomo y otros metales pesados, en la localidad mencionada. Tampoco fijó un plazo cierto y perentorio de la remediación, ni estableció cuáles serían los funcionarios responsables de la ejecución de la obligación de remediar, como así tampoco fijó apercibimiento  pecuniario personales para el supuesto de incumplimiento.

En definitiva, se agravia por imponer a las demandadas obligaciones de información cuando ello no fue lo solicitado, es por ello que sostiene que el Juez del Amparo se apartó del objeto de la acción vulnerando el principio de congruencia ya que, de reconocerse la pretensión, debió ajustar su decisión a los términos de la demanda (Art. 34 inc. 4 del CPCC). 

Agrega que dicho apartamiento implica avalar la continua vulneración del derecho a la salud de sus  defendidos. 

Respecto de la Comisión creada por Ley Nº 4368, entiende que la misma sólo tiene la función de seguimiento, careciendo de cualquier otra clase de facultades; por tanto la misma no podría reemplazar el accionar de la jurisdicción, así como tampoco, garantizar per se el saneamiento definitivo de la zona. 
DEL TRASLADO DEL MEMORIAL A LA FISCALIA DE ESTADO: 
                      Corrido traslado de la expresión de agravios, la Fiscalía de Estado a través de su apoderada Dra. María Valeria Coronel, sostiene que el recurso no puede ser receptado favorablemente, atento que la remediación ambiental, si bien con demoras, se encuentra en curso. Indica que existe un proyecto concreto sobre el cual se está trabajando con plazos concretos a fin de lograr el saneamiento. 

Coincide con el Sr. Juez del Amparo en que dictar medidas puntuales de remediación ambiental, destinadas al Estado, resultarían invasivas de la competencia establecida en la Ley Nº 4368.

Indica que la problemática de la contaminación causada por el vertido de metales pesados, se encuentra bajo tratamiento del Subprograma II “Gestión Ambiental Minera” (GEAMIN), a cargo de la Secretaria de Minería de la Nación.  

Señala, además la participación de la Provincia en la Comisión de Seguimiento (Ley Nº 4368). 

DEL TRASLADO DEL MEMORIAL AL MUNICIPIO:

La Municipalidad de San Antonio Oeste se presenta mediante su apoderada Dra. Giannina Oliveri, solicitando el rechazo del recurso. 

Respecto al principio de congruencia, sostiene que un pronunciamiento judicial que se aparte  de la pretensión total del impulsor del proceso, en modo alguno implica vulneración  de dicho principio.

Posteriormente transcribe partes de los considerandos de la sentencia y menciona que el órgano interinstitucional se encuentra abocado al seguimiento del proceso de remediación. 

Replica lo sostenido por la Fiscalía de Estado respecto del Subprograma II “Gestión Ambiental Minera” (GEAMIN).     

Concluye que el deber de  información impuesto en la sentencia, tiene carácter complementario al resto de las labores que de forma ínter-institucionalmente se están llevando a cabo. 

DEL TRASLADO DEL MEMORIAL A LA SECRETARIA DE AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE.
 Se presenta la entonces Secretaria de Ambiente y Desarrollo Sustentable, Laura del Valle Juárez, solicitando el rechazo del recurso. Replica argumentos de la Fiscalía de Estado y del Municipio en cuanto al plan de remediación de las áreas impactadas por la mina Gonzalito, llevada a cabo por la Secretaría de Minería de la Nación,  en el marco del proyecto PNUD ARG 07/008 del Banco Interamericano de Desarrollo. Sin perjuicio de ello sostiene que, en su carácter de máxima autoridad ambiental provincial, le compete la aplicación de la Ley Nº M 3266 y demás normas aplicables al proceso.

Expresamente señala que el procedimiento de remediación se encuentra en curso de ejecución, si bien indica que las tareas de campo no han tenido comienzo efectivo y que el proceso de implementación se encuentra en curso. En tal sentido menciona la celebración de la audiencia pública en el marco del procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental respecto del proyecto “Disposición Final de los Residuos Provenientes de la ex Fundición de la Mina Ronzalito - San Antonio Oeste - Exte Nº 44.0774/SADYDS/14 y agrega la Resolución Nº 489/SADYDS/14, por la cual se aprobó dicho proyecto sujeto al cumplimiento de ciertas obligaciones dispuestas en el Art. 2 de la misma. 

Concluye mencionando que, en adelante, la Secretaría de Minería de la Nación por intermedio del Subprograma GEAMIN, llevará a acabo el procedimiento licitatorio correspondiente a la adjudicación de la obra de remediación definitiva. Estima que los trabajos efectivos de remediación tendrán comienzo en el mes de noviembre del corriente año con un plazo de ejecución de dieciocho (18) meses. 
                                   II
Ingresando en el análisis de la cuestión traída a mi intervención, iré adelantando que he de adherir a los fundamentos expuestos por la Sra. Defensora General Subrogante, motivo por el cual entiendo que el recurso debe receptarse favorablemente. Doy razones: 

Recapitulando las actuaciones cierto es que la Defensora General interpuso en fecha 20-09-12 la presente acción de amparo destinada a resguardar el derecho colectivo de los niños, niñas y adolescentes de San Antonio Oeste y zona suburbana. 

Concretamente el pedido se dirigió a solicitar al Juez del Amparo que ordene la efectiva remediación de las zonas contaminadas con plomo y otros metales pesados,  y la protección del derecho a la salud en su doble implicancia: acciones preventivas para evitar daños futuros a la salud y  el tratamiento sanitario de aquellos niños en los cuales se verifiquen altos niveles de plombemia.

Coincidentemente con lo observado por la Sra. Defensora General, encuentro que lo ordenado en el punto primero de la sentencia -si bien pudo ser dispuesto con carácter accesorio,  siendo ello de gran utilidad desde el punto de vista de la información brindada-, resulta insuficiente a los fines concretamente solicitados a la judicatura, tendientes a resguardar el derecho a la salud de los niños, niñas y adolescentes en cuestión. 

Es en este punto que encuentro una superposición de tareas con la  Comisión de Seguimiento del Proceso de Implementación en San Antonio Oeste del Subprograma II “Gestión Ambiental Minera”, creada por Ley M Nº 4368 y el punto primero de la sentencia. Ello,  en virtud de que, conforme surge del art. 3 de la ley, la  función de esta comisión es el seguimiento del Programa Subprograma II “Gestión Ambiental Minera”, el cual  a mi criterio incluye  la etapa ejecución. 

Además, respecto de la superposición de esfuerzos con idéntico objetivo y no interferencia en cuestiones de políticas públicas indicado por el Juez del Amparo, coincido con los fundamentos expuestos por la Sra. Defensora General Subrogante, en atención a que la función de la Comisión se ciñe, al “seguimiento” de la implementación efectiva en San Antonio Oeste del Subprograma II “Gestión Ambiental Minera”, dependiente de la Secretaría de Minería de la Nación. 

En tal sentido no aprecio que dicha Comisión tenga facultades inherentes al poder de imperium, como sí lo detenta la judicatura, a los fines de efectivizar la remediación que viene siendo solicitada desde el año 2012.

 Tampoco encuentro que se hayan fijado plazos concretos para la realización de la remediación, requerimiento éste que de forma insistente la Sra. Defensora General ha solicitado durante todo el proceso. 

 Si bien las sentencias dictadas en los procesos ambientales deben contener criterios destinados a no interferir en las políticas instrumentadas por los otros poderes del Estado, para no afectar el principio republicano de división de poderes, ellas deben estar dotadas de medios suficientemente adecuados para asegurar su efectivo cumplimiento.

En esta instancia reitero lo ya mencionado respecto a la participación activa de la judicatura en su actuación en el  derecho ambiental.

Por otro lado también estimo oportuno observar que el Juez del Amparo ha señalado que: “...en materia de salud hay mucha tarea por hacer, más allá de lo actuado hasta la fecha, y justamente con fundamento en lo actuado, analizado y recomendado por las autoridades nacionales y provinciales de Salud.”
Sin embargo, no surge del fallo en análisis como fueron recepcionadas y aplicadas dichas recomendaciones toda vez que, a modo de ejemplo señalaré que ya en agosto de 2013 a través de un informe (fs.421/429), el propio Ministerio de Salud de la Provincia, reiteraba con carácter de urgente la recomendación de realizar la  remediación peticionada, sin que a la fecha del dictado de la sentencia se acreditara que la misma se había hecho efectiva. 
Esta circunstancia debió – a mi criterio- ser tenida por el Juez del amparo como un incumplimiento del Estado y así señalarse ordenando su ejecución y fijando un plazo de finalización acorde a la urgencia que el caso amerita.
A mayor abundamiento, observo que el informe agregado a fs. 834/847 por la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable,  reafirma el incumplimiento del plazo solicitado por Sra. Defensora General en cuanto al término de doce (12) meses requerido para la remediación, informe donde se “estima” que los trabajos efectivos de remediación, tendrán comienzo durante el mes de noviembre del corriente prolongándose por un plazo aproximado de  dieciocho (18) meses.   

En virtud de lo expuesto, considero que debe procederse conforme al requerimiento claro y preciso efectuado en el petitorio del escrito sub examine, evitando que el efectivo resguardo del derecho a la salud de los niños, niñas y adolescentes de San Antonio Oeste y zona suburbana, se retrase sine die. 

Todo ello, conforme el principio rector del Interés Superior del Niño al cual he aludido en mi exposición de fs. 563/573 y que brevitatis causa daré aquí por reproducido. 
                                        III
En virtud de lo expuesto, propicio hacer lugar al recurso impetrado, en los términos solicitados por la Sra. Defensora General Subrogante.  
                        Es mi dictamen. 
                Viedma,       de  Septiembre de 2014.
Silvia Baquero Lazcano

Procuradora General 

Poder Judicial
DICTAMEN Nº           /14.


